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En esta norma queda claramente determinada la naturaleza de la vinculación laboral con la entidad local 
contratante (contrato por obra y servicio determinado), así como los requisitos y condiciones de selección de 
las personas desempleadas que pueden ser contratadas por los ayuntamientos. Sin perjuicio de ello, y dado que 
estas contrataciones se producen en el ámbito público, rigen también los principios generales consagrados en los 
artículos 23.2 y 103.3 de nuestra Constitución, así como en el art. 26.1.b) del Estatuo de Autonomía para Andalucía, 
que establecen que en el acceso al empleo público deben respetarse los principios de igualdad, mérito y capacidad.

En este contexto, en la convocatoria de los dos puestos cuestionados en la queja (Técnico en Medio Ambiente y 
Agente de Desarrollo Turístico) a diferencia de lo que se establece en la convocatoria para otros puestos que tienen 
que desarrollar funciones especializadas, no se exige ninguna titulación académica relacionada directamente con 
el puesto a desempeñar, sino que únicamente se solicita candidato con nivel formativo de Diplomatura/Grado. 
Asimismo, nos llama la atención que en dicha convocatoria se exija como requisito una especialidad formativa 
de formación ocupacional, en concreto, “Docencia para la formación. CAP o equivalente”, sin que se haga ninguna 
mención a otras circunstancias relacionadas con la especialidad de las materias objeto del proyecto a desarrollar.

Y es que, en aras de respetar los principios constitucionales de mérito y capacidad en el acceso al empleo público en 
este tipo de contrataciones, la determinación de los criterios de selección en los procesos selectivos debe orientarse 
a la valoración de la experiencia y los méritos formativos que estén relacionados con las funciones públicas a 
desempeñar, lo que redundaría en que las personas aspirantes que finalmente vayan a ocupar las plazas ofertadas sean 
las más capacitadas para ello, como así se ha reiterado por la jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo.

Asimismo, en la tramitación de esta queja, tras constatar que, de acuerdo con las normas que regulan el proceso 
de selección de los puestos del programa de empleo +30 en este Ayuntamiento, y teniendo en cuenta los requisitos 
establecidos por la Alcaldía para la selección de los puestos convocados por ese Ayuntamiento, no se puede acreditar 
que, ni en la propuesta de la comisión de selección, ni en la resolución de designación de las personas seleccionadas 
para dichos puestos, conste motivación que justifique la elección de las personas candidatas y, consiguientemente, 
el cumplimiento del art. 35.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre (PACAP), así como de los principios constitucionales 
que deben observarse en los procesos de acceso al empleo público.

En consecuencia se recomienda al Ayuntamiento que estos procesos selectivos se ajusten a lo dispuesto por 
los preceptos constitucionales de acceso al empleo público y quede justificado en el procedimiento la 
elección de las personas finalmente propuestas para el desempeño de los puestos ofertados.

Ante la no contestación por parte del Ayuntamiento se considera que no es aceptada la Resolución formulada.

1.5.2.7 Quejas en materia de Seguridad Social
1.5.2.7.1 Defensa de las pensiones públicas

Durante 2018 se han tramitado en esta Institución nueve quejas (quejas 17/6689, 17/6743, 17/6746, 17/6768, 18/930, 
18/3863, 18/4748, 18/4862, 18/0221 y queja 18/0103) presentadas por representantes del Movimiento Andaluz 
y los Movimientos Provinciales en Defensa de las Pensiones Publicas a fin de “poner de manifiesto sus quejas y 
reivindicaciones frente a las políticas desarrolladas por el Gobierno del Estado, en todas las materias de atención 
a los derechos sociales de las personas, y muy especialmente en el tema de las pensiones públicas y de la Ley de 
Dependencia, así como por la Junta de Andalucía en el ámbito de sus competencias”.

De la recepción de estas quejas, al plantear como tema central un asunto de competencia estatal, dimos traslado 
al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales. No obstante, al plantear cuestiones en las que podíamos intervenir 
en el ámbito de nuestras competencias, por lo que se refiere al bloque de pensiones, nos dirigimos a la Consejería 
de Igualdad y Políticas Sociales, como órgano competente en la materia.

En la comunicación remitida por la Consejería, en cuanto al cómputo de herencias para la determinación de 
la pensión no contributiva, nos traslada que el Imserso considera que la sentencia del Tribunal Supremo de 28 
de septiembre de 2012 alegada por los interesados en defensa de su pretensión, al ser única, no sienta doctrina 
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jurisprudencial, por lo que no queda modificado el criterio de cómputo de bienes heredados por las personas 
beneficiarias de estas pensiones. En cuanto a las ayudas sociales extraordinarias, nos informa que se vendrán 
abonando como hasta la fecha, abordando su posible incremento dentro de las disponibilidades presupuestarias y 
escenarios económicos anuales.

Asimismo, en el año 2018 la Plataforma denominada Mesa Estatal por el Blindaje de las Pensiones plantea a esta 
Institución la queja 18/3863, con el objetivo de conseguir blindar las pensiones en la Constitución para que se prohíba 
expresamente cualquier medida que rebaje el poder adquisitivo real de las mismas o que permita la privatización, 
parcial o total, del sistema público de pensiones. Solicitan se realice una gestión ante el Parlamento de Andalucía, 
con el fin de que este , a través del órgano que decida como más conveniente, y si así lo estima oportuno, reciba 
a una representación de la citada Mesa y conozca esta iniciativa ciudadana que persigue crear un amplio debate 
acerca de la necesidad de garantizar las pensiones públicas y el mantenimiento de su poder adquisitivo real. Con 
fecha 18 de agosto de 2018 se trasladó la pretensión de esta Plataforma al presidente del Parlamento de Andalucía, 
solicitando recibiera a sus representantes, así como al Defensor del Pueblo en funciones que las remitió al Congreso 
de los Diputados.

1.5.2.7.2 Pensiones No Contributivas (PNC)

De las numerosas quejas recibidas y tramitadas durante el año 2018 en relación con el reconocimiento, pago y 
gestión de las PNC, cabe reseñar las siguientes:

1.5.2.7.2.1 No inclusión de hijos menores en situación de acogimiento como miembros de la 
unidad familiar de convivencia para el reconocimiento de una PNC

En la queja 18/0099 la interesada se dirige a esta Institución al no reconocer a los menores acogidos con carácter 
permanente como parientes de primer grado y ni tan siquiera como miembros de segundo grado, dando lugar, en 
su opinión, a que los menores no sean contabilizados sino invisibilizados en la valoración correspondiente para 
acceder a una PNC, como miembros de su unidad familiar.

Tras solicitar el correspondiente informe a la Secretaria General de Servicios Sociales de la Junta de Andalucía, 
se nos informa que, dado que la normativa básica que regula esta materia es de carácter estatal y corresponde 
únicamente a las Comunidades Autónomas la gestión de dichas pensiones, con fecha 18 de abril de 2017 la Dirección 
General de Infancia y Familias de la Junta de Andalucía remitió un informe al Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad, solicitando la modificación de la normativa reguladora al respecto.

Informa, asimismo, que recientemente, en una reunión de coordinación entre el Imserso y las Comunidades 
Autónomas, se ha debatido sobre una reforma de la normativa reguladora de las PNC, y por todas las 
Administraciones, incluida la andaluza, se ha valorado la oportunidad de una modificación de la norma en el 
sentido que se plantea en esta queja; es decir, no computar los ingresos provenientes de la remuneración del 
acogimiento familiar.

Por otra parte, se ha instado desde la Junta de Andalucía a la Administración estatal a equiparar el cómputo de 
menores en régimen de acogida al de familiares con parentesco de primer grado por consanguinidad y, por lo tanto, 
a que no se computen los recursos provenientes de acogimiento familiar como recursos personales, o en todo caso, 
que mientras se materializa la modificación normativa se computen como recursos de la unidad familiar.

Ante estas circunstancias, se informó de los resultados de nuestra intervención a la interesada dando por cerrada 
la queja.

5.1.2.7.2.2 Suspensión prolongada del cobro de la PNC por traslado de residencia

La interesada en la queja 18/0871 nos traslada que ha dejado dejado de percibir la PNC por invalidez que tiene 
reconocida al haberse trasladado a vivir de Huelva a Algeciras (Cádiz).
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Tras recibir los correspondientes informes solicitados a las Delegaciones Territoriales de Huelva y Cádiz y ante las 
dudas que nos surgían en cuanto a las causas por las que finalmente la interesada había dejado de percibir el abono 
de su pensión y sí se le había realizado una nueva valoración para la determinación de su grado de discapacidad por 
el Centro de Valoración de Huelva, nos dirigimos a la Dirección General competente de la Consejería de Igualdad y 
Políticas Sociales para que nos aclararan estos extremos.

En el informe remitido por la Dirección General de Mayores y Pensiones No Contributivas se pone de manifiesto 
que el expediente de PNC de la interesada se encuentra suspendido desde el año 2016, ante la falta de acreditación 
de los requisitos legales necesarios para la conservación del derecho, procediendo que, a la mayor brevedad posible, 
ésta presente la correspondiente solicitud en la la Delegación Territorial de la provincia donde resida y solicite, 
asimismo, el traslado del expediente de discapacidad a Andalucía.

Sin perjuicio de ello, nos informan de que, desde la referida Dirección General, se viene trabajando en 
la implementación efectiva de las últimas instrucciones del Imserso para modificar el procedimiento que 
habitualmente se viene siguiendo en el caso de traslados de expedientes de una Comunidad Autónoma a otra, 
de modo que se pueda dar de alta en nómina a la persona beneficiaria desde el momento en que se produzca la 
aceptación del traslado y comprobar a continuación que se mantiene el cumplimiento de los requisitos a través de 
un procedimiento de revisión de oficio, en vez de proceder previamente a la revisión a fin de evitar reintegros de 
cantidades indebidamente percibidas, como se hace hasta ahora.

Dadas las peculiares circunstancias de la interesada y su precaria situación social y al serle imprescindible para 
subsistir los ingresos derivados de la PNC, por parte de este Área y de la Oficina de Información se le presta un 
apoyo especial contactando con otros profesionales de Trabajo Social en la provincia de Cádiz para agilizar la 
formalización de la correspondiente solicitud y la acreditación de los datos que se precisan para la aprobación del 
expediente.

Finalmente, desde la Delegación Territorial de Cádiz nos informan que, tras la formalización de la documentación 
correspondiente, se le ha reconocido una PNC de invalidez y se ha procedido al pago de los correspondientes 
atrasos. 

Asimismo, en relación con la solicitud, reconocimiento, pago y gestión de incidencias relacionadas con expedientes 
de PNC, durante el año 2018 se han tramitado y cerrado como asuntos solucionados, tras nuestra intervención, 
las siguientes quejas: queja 17/5079, queja 17/6343; queja 18/3495; queja 18/4212; queja 18/4380; queja 18/5381 
(relativas a PNC de jubilación) y queja 18/2766; queja 18/1083 y queja 18/3028 (relativas a PNC de invalidez).
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